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1.4.1 Introducción
Un año más la Educación ha adquirido un significativo protagonismo en las actuaciones de la Defensoría 

acorde con su importancia como instrumento para la satisfacción de las necesidades de formación que tienen por 
finalidad el libre desarrollo de las personas y también como factor que contribuye al desarrollo social y económico.

Recordemos que la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en el año 2015, señala a la educación como la clave para el éxito conjunto de sus 17 objetivos, como lo son 
la salud, el crecimiento económico y el empleo, el consumo y la producción sostenible o el cambio climático. Es, 
por tanto, la educación un motor fundamental para el desarrollo sostenible, ya que no existe una herramienta de 
transformación más poderosa para promover los derechos humanos, erradicar la pobreza y construir un futuro más 
equitativo, inclusivo y sostenible.

La Institución ha venido siendo testigo de las nuevas demandas de la ciudadanía y los nuevos retos a los 
que se ha debido enfrentar el sistema educativo en los últimos años. Atrás quedaron aquellos tiempos en los 
que el principal reto era conseguir la generalización de la enseñanza obligatoria hasta los 16 años, permitiendo con 
ello la escolarización de toda la población andaluza durante, al menos, diez cursos. 

En estos momentos las familias y los alumnos aspiran a acceder a centros escolares modernos, con infraestructuras 
adecuadas, dotados de los recursos personales y materiales necesarios, libres de violencia, donde se encuentren incorporadas 
las tecnologías de la información y la comunicación y donde se impulse el conocimiento de lenguas extranjeras.

También se exige una educación 
inclusiva y no segregadora para el 
alumnado afectado por algún tipo 
de discapacidad, a la par que se 
demanda recursos, becas y ayudas 
al estudio para el alumnado con 
necesidades educativas especiales 
asociadas a condiciones sociales 
desfavorables.

Y para quienes optan por 
las enseñanzas de formación 
profesional lo que se solicita por 
la ciudadanía es una oferta amplia 
y variada de titulaciones, con un 
acercamiento al tejido productivo 
y al mercado de trabajo, haciendo 
posible y viable la conexión entre 
los centros de enseñanza y la 
actividad laboral.

Familias y alumnos demandan asimismo que los colegios e institutos de Andalucía cuenten con personal docente 
cualificado para impartirlos, sometidos a un proceso de formación permanente, implicados y responsables. Solicitan 
de igual modo una mayor participación en las decisiones del centro que no quede reducida a entrevistas con los 
tutores sino que se extienda a todas las actividades que se propongan, a participar en los consejos escolares y las 
asociaciones de madres y padres.

Y cuando existen disfunciones o no es posible el acceso a algunos de los elementos traídos a colación, la 
ciudadanía acude en auxilio a la Defensoría, quien acorde con las funciones encomendadas, supervisa la actuación 
de la Administración educativa para la defensa del derecho a la Educación; a una educación de calidad, en los 
términos señalados. 
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En todo caso, las reclamaciones que tramita la Institución ponen de manifiesto la necesidad de continuar 
trabajando con ahínco para conseguir un sistema educativo de calidad en Andalucía. Un propósito que, 
en nuestro criterio, solo será posible cuando la búsqueda de la calidad de la educación sea el objetivo fundamental 
de toda política educativa. Y en esta ardua tarea sin duda contribuirá un pacto educativo consensuado por todas 
las fuerzas políticas. Un pacto que otorgue estabilidad al actual sistema educativo. Una estabilidad que se considera 
no solo deseable sino imprescindible. 

Sin embargo, hemos de lamentar que, a pesar de sus bondades, este acuerdo entre las fuerzas políticas continúa 
siendo una asignatura pendiente a punto de convertirse ya en una misión imposible. 

Respecto de las quejas presentadas en 2018 reseñamos que, tanto desde el punto cuantitativo como cualitativo, la 
temática planteada en aquellas presentan escasas diferencias con la ejercicios anteriores. 

No obstante, destacamos un descenso de las intervenciones por lo que respecta al primer ciclo de las enseñanzas 
de educación infantil. En 2017 se aprobó una nueva normativa sobre este tipo de enseñanza con el propósito de 
favorecer la escolarización de los menores en la misma. Algunas de las disfunciones generadas con la señalada 
normativa han sido subsanadas con un cambio normativo en 2018, lo que ha disminuido la conflictividad en la 
materia y ha tenido su reflejo en el número de reclamaciones presentadas.

Señalar, no obstante, que ha continuado la tendencia iniciada en ejercicios anteriores donde la reclamaciones en 
materia de educación especial adquieren una especial relevancia. 

1.4.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite: Enseñanzas no universitarias

1.4.2.1 Educación Infantil 0-3 años

En el informe anual del ejercicio 2017 señalamos el inicio de una actuación de oficio para analizar los problemas que 
se habían derivado tras la entrada en vigor del Decreto-ley 1/2017, de 28 de marzo, de medidas urgentes 
para favorecer la escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía, (queja 17/6670).

No obstante, éramos conscientes de que para conocer con rigor los efectos reales que había tenido su aplicación en 
los distintos sectores implicados, así como valorar los errores y aciertos de la nueva regulación, resultaba necesario 
dejar transcurrir un tiempo prudencial para que su puesta en práctica fuera del todo efectiva. 

Para una mejor comprensión del problema recordemos que una de las críticas que recibió el Decreto-Ley fue la 
de haber sido elaborado sin contar con la opinión de los principales afectados -profesionales del sector, sindicatos 
y, por supuesto, familias- y, por lo tanto, con ausencia de consenso, imponiéndose unas nuevas condiciones que se 
consideraban perjudiciales desde el punto de vista económico.

En efecto, la nueva regulación de esta etapa educativa establecía un novedoso modelo de gestión de las escuelas 
de educación infantil de titularidad municipal y privada; un nuevo sistema financiación de los puestos escolares 
ofertados; y un nuevo sistema de acceso de las familias a las bonificaciones en el coste de los servicios de atención 
socio educativa y comedor escolar, consecuencia del denominado Programa de ayuda a las familias para el fomento 
de la escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía.

En cuanto al nuevo sistema de gestión de los centros, se abandonaba el sistema de convenios específicos con 
aquellos centros que determinaba la propia Administración, extendiéndose ahora esa posibilidad a cualquier 
escuela o centro de educación infantil que no fuera de titularidad de la Junta de Andalucía.

Estos recursos podrían adherirse al Programa de ayudas a través del procedimiento establecido en el Decreto-
Ley, convirtiéndose en entidades colaboradoras de la Agencia Pública Andaluza de Educación para la entrega y 
distribución de los fondos públicos a las personas beneficiarias y para la gestión y colaboración en la gestión de las 
ayudas, por la que percibirían una compensación económica. 
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